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SENTENCIA Nº 561/2024

SECCIÓN SÉPTIMA

Ilustrísimas Señoras:  

Presidenta:

Dª MARÍA DEL CARMEN ESCRIG ORENGA

Magistradas:           

Dª PILAR CERDÁN VILLALBA

Dª MARÍA LUZ DE HOYOS FLÓREZ

En la Ciudad de Valencia, a veintiuno de octubre de dos mil veinticuatro.

Vistos,  ante  la  Sección  Séptima  de  la  Ilma.  Audiencia  Provincial  de 
Valencia en grado de apelación, los autos de, seguidos ante el JUZGADO DE 
PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCIÓN Nº 4 DE MASSAMAGRELL, entre 
partes; de una como DEMANDADO - apelante/s WIZINK BANK SA, dirigido 
por el/la letrado/a D/Dª. AITANA BERMÚDEZ BERMÚDEZ y representado 
por el/la Procurador/a D/Dª MARÍA JESUS GÓMEZ MOLINS, y de otra como 
DEMANDANTE - apelado/s ANGEL ABELLAN ARNEDO, dirigido por el/la 
letrado/a  D/Dª.  DANIEL  HERNÁNDEZ  ROS  y  representado  por  el/la 
Procurador/a D/Dª JOSÉ MANUEL RUIZ LOSANA.

Es  Ponente  la  Ilma.  Sra.  Magistrada  Dª.  MARÍA LUZ DE HOYOS 
FLOREZ.
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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- En dichos autos, por el Ilmo. Sr. Juez del JUZGADO DE 
PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCIÓN Nº 4 DE MASSAMAGRELL, con 
fecha 07/02/2023, se dictó la sentencia cuya parte dispositiva es como sigue: 
"FALLO:  Acuerdo  estimar  íntegramente  la  demanda  interpuesta  por  la 
representación procesal de la actora, resolviendo: 1º Decretar que respecto del 
contrato de tarjeta de crédito suscrito el  03/10/2019 por ANGEL ABELLAN 
ARNEDO  con  la  entidad  WIZINK  BANK  son  nulas  las  cláusulas  que 
permitieron el cobro de intereses usurarios. 2º Se condena a la entidad WIZINK 
BANK S.A. al  abono al actor de la cantidad de novecientos doce euros con 
ochenta  y  dos  céntimos  (912,82  €)  Dicha  cantidad  devengará  los  intereses 
legales desde la fecha de la interposición de la demanda, incrementada en dos 
puntos  desde  la  de  la  presente  resolución,  hasta  su  completo  pago.  Costas 
procesales. La parte demandada abonará las costas del litigio".

SEGUNDO. - Contra dicha sentencia, por la representación de la entidad 
DEMANDADA se interpuso recurso de apelación, y previo emplazamiento de 
las partes se remitieron los autos a esta Audiencia, en donde comparecieron las 
partes personadas. Se ha tramitado el recurso, acordándose el día 16/10/2024 
para Votación y Fallo, en que ha tenido lugar.

TERCERO.  - En  la  tramitación  del  recurso  se  han  observado  las 
prescripciones y formalidades legales en materia de procedimiento.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - La representación procesal de DON RÁMGEL ABELLÁN 
ARNEDO formuló  demanda  de  Juicio  Ordinario  contra  la  entidad  WIZINK 
BANK, S.A.  en ejercicio de ACCIÓN DE NULIDAD DE CONTRATO DE 
TARJETA. 

Sustenta su pretensión en que su representado, consumidor,  es titular de una 
tarjeta de crédito de la demandada formalizada el 3 de diciembre de 2019 que se 
rige  por  las  condiciones  impuestas  por  la  misma y  en  la  que  se  ha  venido 
aplicando un interés remuneratorio usurario del 26´82% TAE, condición 9ª. 
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Por lo expuesto se interesa Sentencia por la que;

 "-Se declare la Nulidad del CONTRATO DE TARJETA DE CRÉDITO por 
establecer  un  interés  remuneratorio  usurario  del  27,24%,  mientras  que  el 
interés para las tarjetas de crédito era un 19,64% en la fecha de contratación y 
el  interés  legal  del  dinero  era  un  3%,  siguiendo  el  criterio  del  Tribunal 
Supremo.

-Subsidiariamente, se declare la NULIDAD del CONTRATO DE TARJETA por 
falta  de  transparencia  e  información  en  la  formalización  del  contrato  por 
establecer un tipo de interés aplicado del 27,24%, por:

-Ser una cláusula contraria a las exigencias de la buena fe y del código de 
buenas prácticas frente al consumidor.

-Por ser una condición general de contratación, abusiva y desproporcionada.

-Por  haberse  establecido  con  falta  de  transparencia,  en  ausencia  de 
negociación al no existir contrato suscrito entre las partes.

-La falta de reciprocidad, causando con ello, un desequilibrio importante de 
los derechos y obligaciones que se derivan del contrato puesto que no protege 
al consumidor.

-Por  estar  redactadas  las  condiciones  generales  de  forma  farragosa, 
englobadas dentro de una abrumadora cantidad de información que impidió 
que mi mandante conociera las consecuencias jurídicas y económicas de la 
tarjeta.

-Por  estar  redactadas  las  condiciones  con  una  letra  ilegible  al  superar  el 
tamaño de  la  letra  los  1,5  milímetros  exigidos  tanto  por  la  jurisprudencia 
como por el Banco de España.

-La cláusula que regula los intereses remuneratorios no está resaltada y en 
negrita, lo que impide una comprensión real de los intereses aplicables.

-Por  no  cumplir  con  los  deberes  de  lealtad,  información  y  transparencia 
impuestos por la Circular 4/2004 del Banco de España.

-Por no haberse realizado una valoración de los  riesgos que justifique un 
interés remuneratorio tan desproporcionado con las circunstancias del caso.

1.1.-Como consecuencia de la declaración de nulidad, se condene a la entidad 
prestamista a la  devolución de los  intereses  satisfechos por el  demandante 
hasta el día de hoy, más los intereses legales desde la fecha de cada abono, así 
como los que se devenguen durante el  proceso hasta a sentencia, que esta 
parte  no  ha  podido  cuantificar,  ni  siquiera  de  forma relativa,  debiendo el 
demandante devolver únicamente el capital prestado.



Se requiere  para que aporte  informe de  cálculo de  los  intereses  abonados 
desde que se suscribió el contrato de la tarjeta hasta la actualidad.

2.-Se impongan expresamente las costas a la parte demandada. 

La representación procesal de la entidad WIZINK BANK, S.A. presentó 
escrito  de contestación en oposición a  los  pedimentos objeto de la  demanda 
alegando, en necesaria síntesis, la contratación litigiosa supera el test de usura, y 
el doble control de transparencia. 

La Sentencia de 1ª Instancia dictada en fecha 912/2022 estima la demanda 
en  los  términos  que  constan  en  los  antecedentes  de  hecho  de  la  presente 
resolución que se  dan por  reproducidos,  ello,  con expresa imposición de las 
costas procesales a la parte demandada

Contra  dicha  resolución  se  alza  en  apelación  la  entidad  DEMANDADA 
invocando,  tras  relacionar  los  antecedentes  del  caso  y  la  sentencia  que  se 
recurre, la siguiente alegación:

"ÚNICA.  -  LA TAE  DE  WIZINK  NO  ES  USURARIA.  ERROR  EN  LA 
VALORACIÓN DE LA PRUEBA."

La representación procesal de la parte demandante presentó escrito en oposición 
al recurso de apelación planteado de adverso interesando la íntegra confirmación 
de la resolución recurrida.

Quedó planteado en la alzada el conflicto en los términos expuestos.

SEGUNDO. - En la resolución del presente recurso de apelación hemos 
de partir de las siguientes consideraciones:

I)  Lo dispuesto  en  el  artículo  465 de  la  Ley de  Enjuiciamiento  Civil  en  su 
número 5, conforme al cual  <<El auto o sentencia que se dicte en apelación 
deberá pronunciarse exclusivamente sobre los puntos y cuestiones planteados en 
el recurso y, en su caso, en los escritos de oposición o impugnación a que se 
refiere el artículo 461. La Sentencia no podrá perjudicar al apelante, salvo que 
el  perjuicio provenga de estimar la impugnación de la resolución de que se 
trate, formulada por el inicialmente apelado.>>

II) El Tribunal Supremo, entre otras, en la Sentencia de 4 de febrero de 2009, 
dictada  en  el  recurso  de  Casación  794/2003,  Pte.  Marín  Castán,  Francisco, 
Cendoj: STS 255/2009 nos dice:  <<Esto es así porque, como en infinidad de 
ocasiones han declarado esta Sala y el Tribunal Constitucional, la apelación es 



un nuevo juicio, un recurso de conocimiento pleno o plena jurisdicción en el que 
tribunal  competente  para  resolverlo  puede  conocer  de  todas  las  cuestiones 
litigiosas,  tanto  de  hecho  como  de  derecho,  sin  más  limites  que  los 
representados por el principio tantum devolutum quantum apellatum (se conoce 
sólo de aquello de lo que se apela) y por la prohibición de la reforma peyorativa 
o perjudicial para el apelante>>

III) Que este Tribunal de apelación es soberano para valorar la prueba practicada 
en la instancia y, por lo tanto, apreciarla, de forma divergente, a la efectuada por 
la Jueza de Primera Instancia. Ello es así, dado que la apelación se configura 
como "revisio prioris instantiae" o revisión de la primera instancia, que atribuye 
al tribunal de la segunda, el control de lo actuado en la primera, con plenitud de 
cognición,  tanto  en  lo  que  afecta  a  los  hechos  (quaestio  fácti)  como  en  lo 
relativo  a  las  cuestiones  jurídicas  oportunamente  deducidas  por  las  partes 
(quaestio iuris) y, en este sentido, podemos citar las SSTS de 15 de junio y 15 de 
diciembre de 2010, 7 de enero y 14 de junio de 2011 entre las más recientes. En 
definitiva,  como señala  la  STS de  21 de  diciembre  de  2.009:  <  <el  órgano 
judicial  de  apelación  se  encuentra,  respecto  de  los  puntos  o  cuestiones 
sometidas a su decisión por las partes, en la misma posición en que se había 
encontrado el de la primera instancia> >". Criterio reiterado por la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 7 de enero de 2011, Número de Recurso, 1272/2007, 
Ponente don Francisco Marín Castán y la de 14/06/2011 (rec. 699/2008).

En fechas más recientes, el Tribunal Supremo, en la Sentencia del 14 de junio de 
2011, (ROJ: STS 4255/2011), Sentencia: 392/2011, Recurso: 699/2008, Ponente: 
RAFAEL GIMENO-BAYÓN  COBO,  nos  dice:  <<También  conviene  dejar 
constancia expresa de que el artículo 456.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
"En  virtud  del  recurso  de  apelación  podrá  perseguirse,  con  arreglo  a  los 
fundamentos  de  hecho y  de  derecho de  las  pretensiones  formuladas  ante  el 
tribunal de primera instancia, que se revoque un auto o una sentencia y que, en 
su lugar, se dicte otro u otra favorable al recurrente, mediante nuevo examen de 
las actuaciones llevadas a cabo ante aquel tribunal y conforme a la prueba que, 
en los casos previstos en esta Ley, se practique ante el tribunal de apelación", lo 
que ha sido interpretado por la doctrina en el sentido de que, como indica el 
apartado XIII de la Exposición de Motivos de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
"La apelación se reafirma como plena revisión jurisdiccional de la resolución 
apelada",  afirmándose  en  la  sentencia  798/2010,  de  10  diciembre,  que  el 
recurso de apelación se configura en nuestra Ley de Enjuiciamiento Civil como 
una revisio prioris instantiae o revisión de la primera instancia, que atribuye al 
tribunal de la segunda el control de lo actuado en la primera con plenitud de 
cognición  "tanto  en  lo  que  afecta  a  los  hechos  como  en  lo  relativo  a  las 
cuestiones  jurídicas  oportunamente  deducidas  por  las  partes  (quaestio  iuris 
[cuestión jurídica]), para comprobar si la resolución recurrida se ajusta o no a 
las normas procesales y sustantivas aplicables al caso".



22.  Esta  revisión  comprende  la  valoración  de  la  prueba  por  el  tribunal  de 
apelación con las mismas competencias que el tribunal de la primera instancia, 
sin que quede limitada al control de racionalidad que opera en el ámbito del 
recurso extraordinario por infracción procesal… >>

Por último, el Tribunal Supremo, en la Sentencia del 28 de septiembre de 2018, 
Roj: STS 3262/2018, Nº de Recurso: 1082/2016, Nº de Resolución: 536/2018, 
Ponente: PEDRO JOSÉ VELA TORRES: <<1.- Como hemos declarado en la 
sentencia  414/2018,  de  3  de  julio,  el  principio  de  justicia  rogada  se  suele 
identificar como la suma del principio dispositivo y del principio de aportación 
de parte y se configura legalmente como una exigencia para el tribunal en el 
art. 216 LEC, al decir:

«Los tribunales civiles decidirán los asuntos en virtud de las aportaciones de 
hechos, pruebas y pretensiones de las partes, excepto cuando la ley disponga 
otra cosa en casos especiales».

La manifestación última de estos principios en el proceso civil es la vinculación 
del órgano judicial a las peticiones formuladas por las partes, de manera que su 
decisión habrá de ser congruente con las mismas, sin que pueda otorgar cosa 
distinta a la solicitada, ni más de lo pedido, ni menos de lo resistido. Por ello, la 
sentencia  795/2010,  de  29  de  noviembre,  recordó  la  correlación  entre  el 
principio de justicia rogada (art. 216 LEC) y la congruencia de la sentencia 
(art. 218.1 LEC).

2.- A su vez, el recurso de apelación permite una revisión de la totalidad de las  
cuestiones que constituían el objeto litigioso resuelto en primera instancia, pero 
con un doble límite para el  tribunal de segunda instancia.  En primer lugar, 
conforme al art. 456.1 LEC, el ámbito de conocimiento en apelación debe ser 
acorde  con  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  de  las  pretensiones 
formuladas ante el tribunal de primera instancia. En segundo lugar, a tenor del 
art.  465.5  LEC,  la  resolución  de  apelación  «deberá  pronunciarse 
exclusivamente sobre los puntos y cuestiones planteadas en el recurso y, en su 
caso,  en  los  escritos  de  oposición  o  impugnación  a  que  se  refiere  el  art. 
461».>>

TERCERO.  -.  -  La  Sala,  en  estudio  conjunto  e  integrado  de  las 
alegaciones  que  conforman  el  motivo  único  de  la  apelación por  razones  de 
lógica sistemática, al ser todas ellas condensables en la declaración efectuada en 
la 1ª  Instancia relativa al  carácter usurario del interés pactado en el  contrato 
objeto de la litis, estima que las mismas  deben de decaer por las razones que 
pasamos a exponer.



Desde lo  expuesto y en relación con el  resultado de la  prueba de usura del 
contrato  la  Sala  considera     que  la  apelación  debe  de  ser  rechazada,  ello, 
convocando a la presente la  STS, nº 258/2023, Civil sección 991 del 15 de 
febrero  de  2023  (ROJ:  STS  442/2023 -  ECLI:ES:TS:2023:442) Recurso 
5790/2019 Ponente: IGNACIO SANCHO GARGALLO, en la que se dijo;

"1. Lo que se plantea ahora tiene que ver precisamente con la determinación de 
cuál era el interés normal del dinero referido a estos contratos de tarjeta de 
crédito revolving en el año 2004, en que se concertó el contrato y no existían 
estadísticas del Banco de España, porque fue a partir de junio de 2010 que se 
desglosó en la estadística la información referida al crédito revolving.

A la vista de la jurisprudencia mencionada está claro que el  juicio sobre el 
carácter  usurario  del  interés  remuneratorio  convenido  en  este  contrato  de 
tarjeta  de  crédito  en  la  modalidad  revolving  del  año  2004  ha  de  hacerse 
tomando, en primer lugar, como interés convenido de referencia la TAE, que en 
este caso no hay duda de que era del 23,9%. Además, la comparación debe 
hacerse  respecto  del  interés  medio  aplicable  a  la  categoría  a  la  que 
corresponda la operación cuestionada, en este caso el tipo medio aplicado a las 
operaciones de crédito mediante tarjetas de crédito revolving.

2. En relación con la determinación de este parámetro de comparación, para los 
contratos  posteriores  a  que  el  boletín  estadístico  del  Banco  de  España 
desglosara un apartado especial a este tipo de créditos, en junio de 2010, la 
jurisprudencia acude a la información suministrada en esta estadística para 
conocer cuál era ese interés medio en aquel momento en que se concertó el 
contrato litigioso.

Al respecto, habría que hacer otra advertencia, seguida de una matización: el 
índice analizado por el Banco de España en esos boletines estadísticos no es la 
TAE, sino el TEDR (tipo efectivo de definición restringida), que equivale a la 
TAE  sin  comisiones;  de  manera  que,  si  a  ese  TEDR  se  le  añadieran  las 
comisiones,  el  tipo  sería  ligeramente  superior,  y  la  diferencia  con  la  TAE 
también ligeramente menor, con el consiguiente efecto respecto de la posibilidad 
de apreciar la usura. De tal forma que, en los contratos posteriores a junio de 
2010, se puede seguir acudiendo al boletín estadístico del Banco de España, y 
al mismo tiempo permitir que el índice publicado se complemente con lo que 
correspondería  a  la  vista  de  las  comisiones  generalmente  aplicadas  por  las 
entidades financieras. En realidad, en estos últimos años, aunque la TEDR haya 
sido  inferior  a  la  TAE  por  no  contener  las  comisiones,  a  los  efectos  del 
enjuiciamiento que hay que hacer (si la TAE es notablemente superior al interés 
[TAE] común en el  mercado),  ordinariamente no será muy determinante,  en 
atención a que la usura requiere no sólo que el interés pactado sea superior al 
común del mercado, sino que lo sea "notablemente". El empleo de este adverbio 
en la comparación minimiza en la mayoría de los casos la relevancia de la 



diferencia entre la TEDR y la TAE.

3. Respecto de los contratos anteriores a junio de 2010, a falta de un desglose 
especifico en los boletines estadísticos del Banco España, no cabe acudir, como 
pretende el recurso, al índice correspondiente a los créditos al consumo, sino 
que, como declaramos en la sentencia más reciente 643/2022, de 4 de octubre, 
en que se cuestionaba un interés del 20,9% TAE, en un contrato de 2001, "es 
más  adecuado  tomar  en  consideración  otros  productos  más  similares  a  los 
créditos revolving".

Con  carácter  general  para  el  enjuiciamiento  de  estos  casos  de  tarjetas  de 
crédito contratadas en la primera década de este siglo,  ha de acudirse a la 
información específica más próxima en el tiempo. Esta es la que se ofreció en 
2010. Según el  boletín estadístico el  tipo medio TEDR ese año estaba en el 
19,32.  Lógicamente,  la  TAE,  al  agregar  las  comisiones,  sería  ligeramente 
superior (entre 20 y 30 centésimas, en los niveles de interés que nos movemos). 
Por lo que podemos partir de forma orientativa del índice de 2010 (19,32), con 
la corrección oportuna para adecuarlo a la TAE.

4. Una vez determinado el índice de referencia, el tipo de interés (TAE) común 
para este tipo de contratos de crédito al tiempo de su celebración (2004), hay 
que valorar el margen admisible por encima del tipo medio de referencia, esto 
es: en cuántos puntos porcentuales o en qué porcentaje puede superarlo el tipo 
TAE contractual para que no se considere un interés notablemente superior al 
normal del dinero.

La ley española no establece ninguna norma al respecto. El art. 1 de la Ley de 
Usura,  al  acudir  a  una fórmula amplia (el  interés  notablemente  superior  al 
normal del dinero), emplea un adverbio para caracterizar ese exceso respecto 
del interés común del mercado ("notablemente"), que exige una apreciación en 
cada caso. Un criterio así de abierto, no rígido, exige un juicio o valoración 
para cada caso, acorde con la búsqueda de la justicia del caso concreto.

Esta  fórmula  legal  se  acomoda  muy  bien  a  un  contexto  de  contratación  y 
litigación como era el español antes de que hubiera irrumpido la litigación en 
masa, en la segunda década de este siglo. Pero en este nuevo contexto, siendo 
tantos los miles de litigios que versan sobre la misma cuestión, la aspiración de 
la  justicia  viene  ahora connotada por  la  exigencia  de  dar  un trato  igual  o 
equivalente a situaciones iguales o equivalentes, y facilitar la predecibilidad de 
las soluciones judiciales para dotar de mayor seguridad jurídica al mercado y 
al tráfico económico.

Es lógico que, a falta de una previsión legal, se acuda a la jurisprudencia para 
conocer esos parámetros o criterios de valoración que faciliten la igualdad de 
trato.



Hasta  ahora  este  Tribunal  Supremo no  ha  fijado  un  criterio  uniforme  para 
cualquier contrato, sino que ha ido precisándolo para cada caso controvertido.

En la sentencia 628/2015, de 25 de noviembre, razonó que la TAE del contrato 
(24,6%) era  superior  al  doble  del  tipo  medio  de  referencia.  Lo anterior  no 
significa que el umbral de lo usurario estuviera fijado en todo caso en el doble 
del interés medio de referencia. De hecho, en la posterior sentencia 149/2020, 
de 4 de marzo, la TAE del contrato era 26,82% y el tipo medio de referencia 
algo superior al 20% anual, y sin llegar ni mucho menos al doble del tipo de 
referencia,  se  declaró  usurario  en  atención  a  la  diferencia  de  puntos 
porcentuales,  más  de  seis,  que  se  consideró  muy  relevante.  La  sentencia, 
conocedora  del  precedente,  justifica  por  qué  no  se  podía  seguir  el  mismo 
criterio del doble del interés normal de mercado:

"El tipo medio del que, en calidad de "interés normal del dinero", se parte para 
realizar  la  comparación,  algo  superior  al  20%  anual,  es  ya  muy  elevado. 
Cuanto  más  elevado  sea  el  índice  a  tomar  como  referencia  en  calidad  de 
"interés normal del dinero", menos margen hay para incrementar el precio de la 
operación de crédito sin incurrir en usura. De no seguirse este criterio, se daría 
el  absurdo de que para que una operación de crédito revolving pudiera ser 
considerada usuraria, por ser el interés notablemente superior al normal del 
dinero y desproporcionado con las circunstancias del caso, el interés tendría 
que acercarse al 50%".

Y,  al  mismo  tiempo,  estima  muy  relevante  la  diferencia  entre  el  interés 
convenido y el tipo medio de mercado, superior a 6 puntos:

"(...) una diferencia tan apreciable como la que concurre en este caso entre el  
índice tomado como referencia en calidad de "interés normal del dinero" y el 
tipo de interés fijado en el contrato, ha de considerarse como "notablemente 
superior" a ese tipo utilizado como índice de referencia, a los efectos que aquí 
son relevantes".

En la medida en que el criterio que vamos a establecer lo es sólo para un tipo 
de contratos, los de tarjeta de crédito en la modalidad revolving, en los que 
hasta  ahora  el  interés  medio  se  ha  situado  por  encima  del  15%,  por  lo 
argumentado en la citada sentencia 149/2020, de 4 de marzo, consideramos más 
adecuado seguir el criterio de que la diferencia entre el tipo medio de mercado y 
el convenido sea superior a 6 puntos porcentuales.

5. De acuerdo con este criterio, si el tipo medio al tiempo de la contratación 
sería ligeramente inferior al 20%, el interés pactado (23,9% TAE) no supera los 
6 puntos, por lo que no se considera notablemente superior al tipo medio. En 
consecuencia, procede desestimar los motivos del recurso de casación."

Resultan  de   plena  aplicación al  supuesto  analizado los  criterios  y  premisas 



expuestos, por lo que, formalizado el contrato de tarjeta de crédito sistema de 
pago revolving objeto del proceso el  3 de octubre de 2019 la TAE pactada fue 
de un 26´82 % tomando  como punto de referencia el tipo de interés fijado en el 
Boletín Estadístico del Banco de España para la  anualidad de 2019,  apartado 
especial para las tarjetas del tipo de la analizada, "revolving", que fue de un 
19,67 %, el interés analizado, al sobrepasar la diferencia entre tales porcentajes 
los  seis  puntos,  (7´15%),   pauta  establecida  en  la  Sentencia  parcialmente 
trascrita para valorar la usura del interés  remuneratorio pactado, el analizado, ha 
de  ser,  tal  y  como  se  efectuó  en  1ª  Instancia,   calificado  como  usurario, 
desproporcionado y  anormalmente alto.

CUARTO.- Por todo lo expuesto, y haciendo nuestros los razonamientos 
de la resolución de instancia, a los que nos remitimos, como así nos permite la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  entre  otras  Sentencia  de  22/5/2000 
Recurso:  19/1996,  Resolución:  501/2000,  Ponente:  ROMÁN  GARCÍA 
VARELA, con cita de la de 16 de octubre de 1992, cuando dispone que: <<si la 
resolución de primer grado es aceptada, la que confirma en apelación no tiene 
por qué repetir o reproducir los argumentos, debiendo, en aras de la economía 
procesal, corregir solo aquellos que resulte necesario (STS de 16 de octubre de 
1992),  amén  de  que  una  fundamentación  por  remisión  no  deja  de  ser 
motivación,  ni  de  satisfacer  la  exigencia  constitucional  de  tutela  judicial 
efectiva>>  debemos concluir  con la  desestimación del  presente  recurso y la 
confirmación de la resolución de instancia.

QUINTO. - En materia de  costas de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 398 de la de la Ley de Enjuiciamiento Civil al desestimarse el recurso 
efectuamos expresa imposición de las causadas en la alzada a la parte apelante.

SEXTO.  -  Recursos.  El  artículo  477  de  la  LEC,  según  la  redacción 
establecida por el art. 225.7 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, que 
entró en vigor el 29 de julio de 2023, dispone:

<<1. Serán recurribles en casación las sentencias que pongan fin a la segunda 
instancia dictadas por las Audiencias Provinciales cuando, conforme a la ley, 
deban  actuar  como  órgano  colegiado  y  los  autos  y  sentencias  dictados  en 
apelación  en  procesos  sobre  reconocimiento  y  ejecución  de  sentencias 
extranjeras en materia civil y mercantil al amparo de los tratados y convenios 
internacionales, así como de Reglamentos de la Unión Europea u otras normas 
internacionales,  cuando  la  facultad  de  recurrir  se  reconozca  en  el 
correspondiente instrumento.
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2. El recurso de casación habrá de fundarse en infracción de norma procesal o 
sustantiva,  siempre  que  concurra  interés  casacional.  No  obstante,  podrá 
interponerse en todo caso recurso de casación contra sentencias dictadas para 
la tutela judicial  civil  de derechos fundamentales susceptibles de recurso de 
amparo, aun cuando no concurra interés casacional.

3.  Se  considerará  que  un  recurso  presenta  interés  casacional  cuando  la 
resolución recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo 
o  resuelva  puntos  y  cuestiones  sobre  los  que  exista  jurisprudencia 
contradictoria de las Audiencias Provinciales o aplique normas sobre las que no 
existiese doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo.

Cuando se trate de recursos de casación de los que deba conocer un Tribunal 
Superior  de  Justicia,  se  entenderá  que  existe  interés  casacional  cuando  la 
sentencia recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial, o no exista doctrina 
del  Tribunal  Superior  de  Justicia  sobre  normas  de  Derecho  especial  de  la 
Comunidad Autónoma correspondiente, o resuelva puntos y cuestiones sobre los 
que exista jurisprudencia contradictoria de las Audiencias Provinciales.

4. La Sala Primera o, en su caso, las Salas de lo Civil y de lo Penal de los 
Tribunales Superiores de Justicia, podrán apreciar que existe interés casacional 
notorio cuando la resolución impugnada se haya dictado en un proceso en el 
que la cuestión litigiosa sea de interés general para la interpretación uniforme 
de la ley estatal o autonómica. Se entenderá que existe interés general cuando 
la cuestión afecte potencial o efectivamente a un gran número de situaciones, 
bien en sí misma o por trascender del caso objeto del proceso.

5. La valoración de la prueba y la fijación de hechos no podrán ser objeto de 
recurso de casación, salvo error de hecho, patente e inmediatamente verificable 
a partir de las propias actuaciones.

6.  Cuando  el  recurso  se  funde  en  infracción  de  normas  procesales  será 
imprescindible acreditar que, de haber sido posible, previamente al recurso de 
casación  la  infracción  se  ha  denunciado  en  la  instancia  y  que,  de  haberse 
producido en la primera, la denuncia se ha reproducido en la segunda instancia. 
Si la infracción procesal hubiere producido falta o defecto subsanable, deberá 
haberse pedido la subsanación en la instancia o instancias oportunas.>>

Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación; 

F A LL A M O S

DESESTIMAMOS el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la 
representación  de  la  entidad  WIZINK  BANK,  S.A.  contra  la  Sentencia  nº 



23/2023, de fecha 7 de febrero de 2023 dictada en los autos de Juicio Ordinario 
número  369/2022  por  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  número  4  de 
Massamagrell,  resolución que  confirmamos íntegramente,  ello,  con expresa 
imposición a la parte apelante de las costas procesales causadas en la alzada. 

Contra  la  presente  resolución  podrá  interponerse  recurso  de  casación  si 
concurren los requisitos establecidos en el artículo 477 de la LEC.

Y a  su  tiempo,  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado  de  procedencia  para  su 
ejecución y debido cumplimiento.

Dese al depósito constituido el destino legalmente previsto.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certificación al rollo de Sala, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACIÓN. - Doy fe: la anterior resolución, ha sido leída y publicada por 
el Iltmo/a. Sr/a. Magistrado/a Ponente, estando celebrando audiencia pública, la 
Sección  Séptima  de  la  Iltma.  Audiencia  Provincial  en  el  día  de  la  fecha. 
Valencia, a veintiuno de octubre de dos mil veinticuatro.

DILIGENCIA.- La extiendo yo, el infrascrito Letrado de la Admón de Justicia, para 
hacer constar que, seguidamente, se notifique la anterior resolución mediante envio de copia 
por el sistema de LEXNET a los Procuradores Sres.  JOSE MANUEL RUIZ LOSANA y 
MARIA JESUS GOMEZ MOLINS,  haciendo saber a  las  partes,  que contra la  presente 
resolución  podrá  interponerse  RECURSO  DE  CASACIÓN  si  concurren  los  requisitos 
establecidos en el art. 477 de la LEC. Doy fé.
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